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LECCIÓN II.3. LA LEY DE MEDIDAS DE PROTECCIÓN INTEGRAL CONTRA LA VIOLENCIA DE GÉNERO

3.1. Las leyes autonómicas como precursoras de un abordaje integral


De las Comunidades Autónomas han surgido importantes instrumentos legislativos -aunque evidentemente, sin carácter penal dada su falta de competencia en la materia- para la prevención y protección integral de las mujeres. 

Durante los años 1998 y 1999, las organizaciones de mujeres que trabajaban en el estudio de este tipo de violencia y en la atención a las víctimas, plantearon la necesidad de una Ley Integral. En diciembre del 2001, el Grupo Socialista presentó en el Congreso de los Diputados su Proposición de Ley Orgánica Integral contra la Violencia de Género, pero fue rechazada. 


El 4 de junio de 2004, el Consejo de Ministros aprobó el Anteproyecto de Ley Orgánica Integral de Medidas contra la Violencia ejercida sobre la Mujer. El cambio de nombre obedeció al informe enviado de motu propio por la Real Academia Española, opuesta al término "género". 


El Gobierno realizó modificaciones en el anteproyecto sugeridas por organismos oficiales, por organizaciones de mujeres, y por expertos, pero se ha mantenido la implantación de un tratamiento penal distinto para hombres y mujeres. Este aspecto ha provocado la crítica tanto del los vocales llamados progresistas como de los conservadores del CGPJ y la del Consejo de Estado, así como de profesores de Derecho.

Tras diversas modificaciones y retoques, la Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre, de Medidas de Protección Integral contra la Violencia de Género fue aprobada por unanimidad, siendo publicada en el BOE el 29 de diciembre. Su entrada en vigor se produjo tres días después, salvo lo contenido en los Títulos IV  y V cuya entrada en vigor se pospuso seis meses.


La nueva Ley realiza una regulación integral en cuanto que lleva a una sola norma el grueso de las políticas referidas a la mujer. En este sentido, la Ley integral debería tener el valor "codificador" de una normativa ya existente en las distintas ramas del ordenamiento jurídico. Sin embargo, proliferan regímenes procesales distintos sobre una misma materia, con cierto riesgo de solapamientos, interferencias y todo bajo la idea de precipitación.


Esta Ley encuentra precedentes tanto en el plano estatal como en el autonómico. Desde el primero, existen informes, intervenciones y planes gubernamentales dirigidos a completar la regulación de este fenómeno. Cabe citar en esta línea los dos Planes de Acción contra la Violencia Doméstica aplicados desde 1998 por el Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales y el Instituto de la Mujer, con medidas legislativas y de práctica jurídica, de coordinación, sensibilización y prevención, educativas y formativas, así como en materia de servicios de atención y otros recursos sociales y sanitarios.


Por otra parte, la Ley 27/2003 (Orden de Protección) detectó la necesidad de adoptar "una acción integral y coordinada que aúne las medidas cautelares penales sobre el agresor, esto es, aquellas orientadas a impedir la realización de nuevos actos violentos, como las medidas protectoras de índole civil y social que eviten el desamparo de las víctimas de la violencia doméstica y den respuesta a su situación de especial vulnerabilidad". Sienta un criterio de integridad en la regulación de la materia; desde ese momento existe un panorama normativo de protección integral entendido como conjunto de normas que abordan todos los aspectos que inciden en la materia objeto de regulación. 


 En el mismo año se aprobó la Ley 30/2003, de 13 de octubre, que introdujo el informe sobre el impacto de género a incorporar en el proceso legislativo y reglamentario, con anterioridad al examen por parte del Gobierno de los anteproyectos de ley y de los reglamentos.

3.2. Estructura de la Ley 1/2004

La Ley se estructura en un título preliminar, cinco títulos, veinte disposiciones adicionales, dos disposiciones transitorias, una disposición derogatoria y siete disposiciones finales.


En el título preliminar se recogen las disposiciones generales de la Ley que se refieren a su objeto y principos rectores.




En el título I se determinan las medidas de sensibilización, prevención y detección e intervención en diferentes ámbitos.

En el título II, relativo a los derechos de las mujeres víctimas de violencia se garantiza el derecho de acceso a la información y a la asistencia social integrada, a través de servicios de atención permanente y urgente especializados. También se reconoce el derecho a la asistencia jurídica gratuita. Se establecen medidas de protección en el ámbito social modificando el Real Decreto Legislativo 1/1995, de 24 de marzo, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores para resolver problemas laborales que se les genera a las trabajadoras que sufran formas de violencia de las que combate esta Ley. En idéntico sentido, se prevén medidas de apoyo a funcionarias públicas, modificando los preceptos correspondientes de la Ley 30/1984, de 2 de agosto, de Medidas para la Reforma de la Función Pública. 


Se regulan, también, medidas de apoyo económico, modificando el Real Decreto Legislativo 1/1994, de 20 de junio, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley General de Seguridad Social, para que las víctimas de violencia de género generen derecho a la situación legal de desempleo cuando resuelvan o suspendan voluntariamente su contrato de trabajo. 


Se prevén ayudas sociales cuando se estime que debido a su edad, falta de preparación, circunstancias sociales y escasos recursos económicos les va a resultar muy difícil encontrar un trabajo. Tiene como objetivo fundamental el facilitarle unos recursos mínimos que le permitan independizarse del agresor. Serán compatibles con las previstas en la Ley 35/1995, de 11 de diciembre, de Ayudas y Asistencia a las Víctimas de Delitos Violentos y contra la Libertad Sexual.

En el título III, concerniente a la Tutela Institucional, se procede a la creación de dos órganos administrativos. En primer lugar, la Delegación Especial del Gobierno contra la Violencia sobre la Mujer, en el Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales, a la que corresponderá, entre otras funciones, proponer la política del Gobierno en relación con la violencia sobre la mujer y coordinar e impulsar todas las actuaciones que se realicen en dicha materia. También se crea el Observatorio Estatal de Violencia sobre la Mujer, como un órgano colegiado en el Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales, y que tendrá como principales funciones servir como centro de análisis de la situación y evolución de este tipo de violencia, así como asesorar y colaborar con el Delegado en la elaboración de propuestas y medidas para erradicarla.


En su título IV, la Ley introduce normas de naturaleza penal, modificando los delitos de lesiones, coacciones y amenazas.


En el título V se establece la llamada Tutela Judicial para garantizar un tratamiento adecuado y eficaz de la situación jurídica, familiar y social de las víctimas de la violencia de género en las relaciones intrafamiliares.


En cuanto a las medidas jurídicas, se ha optado por una fórmula de especialización dentro del orden penal, de los Jueces de Instrucción, creando los Juzgados de Violencia sobre la Mujer y excluyendo la posibilidad de un orden jurisdiccional nuevo o la asunción de competencias penales por parte de los Jueces Civiles. Estos Juzgados conocerán de la instrucción, y en su caso, del fallo de las causas penales en materia de violencia sobre la mujer, así como de las causas civiles relacionadas, de forma que unas y otras en la primera instancia sean objeto  de tratamiento procesal ante la misma sede. 




Respecto de la regulación expresa de las medidas de protección que podrá adoptar el Juez de Violencia de Género, se ha optado por su inclusión expresa ya que no están recogidas como medidas cautelares en la Ley de Enjuiciamiento Criminal, que sólo regula la prohibición de residencia y la de acudir a determinado lugar para los delitos recogidos en el art. 57 del Código Penal (art. 544 bis LECr. introducido por la LO 14/1999). Además, se opta por la delimitación temporal de estas medidas (cuando son cautelares) hasta la finalización del proceso. Sin embargo, se añade la posibilidad de que cualquiera de estas medidas de protección pueda ser utilizada como medida de seguridad, desde el principio o durante la ejecución de la sentencia, incrementando con ello la lista del artículo 105 del CP (introducido por la LO 14/1999) y haciendo posible que el Juez garantice la protección de las víctimas más allá de la finalización del proceso.


Se contemplan normas que afectan a las funciones del Ministerio Fiscal, mediante la creación del Fiscal contra la Violencia sobre la Mujer, encargado de la supervisión y coordinación del Ministerio Fiscal en este aspecto, así como mediante la creación de una Sección equivalente en cada Fiscalía de los Tribunales Superiores de Justicia y de las Audiencias Provinciales a las que se adscribirán Fiscales con especialización en la materia. Los Fiscales intervendrán en los procedimientos penales por los hecho constitutivos de delitos o faltas cuya competencia esté atribuida a los Juzgados de Violencia de Género, además de intervenir en los procesos civiles de nulidad, separación o divorcio, o que versen sobre guarda o custodia de los hijos menores en los que se aleguen malos tratos al cónyuge o a los hijos.


En sus disposiciones adicionales, la Ley lleva a cabo una reforma del ordenamiento jurídico, para adaptar las normas vigentes al marco introducido por el presente texto. Con objeto de armonizar las normas anteriores y ofrecer un contexto coordinado entre los textos legales, parte de la reforma integral se ha llevado a cabo mediante la modificación  de normas existentes. Así, las disposiciones adicionales desarrollan las medidas previstas en el articulado, pero integrándolas directamente en la legislación, educativa, publicitaria, laboral, de Seguridad Social y de Función Pública, afectando también al reconocimiento de pensiones y a la dotación del Fondo previsto en esta Ley para favorecer la asistencia social integral a las víctimas.


A través de las disposiciones transitorias  se extiende la aplicación de la presente Ley a los procedimientos en tramitación en el momento de su entrada en vigor, aunque se respeta la competencia judicial de los órganos respectivos.


Por último, incluye en sus disposiciones finales las habilitaciones necesarias para el desarrollo normativo de sus preceptos.


3.3. Objeto de la Ley


Uno de los cambios de mayor relevancia operados en la misma afecta a la definición del objeto de la ley. En el Proyecto desaparece la alusión a que la violencia contra la mujer sea la utilizada "como instrumento para mantener la discriminación, la desigualdad y las relaciones de poder de los hombres sobre las mujeres". En el Proyecto se elimina pues esa intencionalidad que obligaría a tener que probar que el ánimo de discriminar era el objetivo de la agresión. Limita el ámbito de aplicación de la ley: entre agresor y víctima  deberá existir, o haber existido, una relación de afectividad (art. 1.1). En cambio, el Anteproyecto dejaba la puerta abierta para que la norma se aplicara a las agresiones causadas a una mujer por cualquier hombre, lo que incluiría, por ejemplo, las agresiones sexuales de desconocidos (art. 1.2). 


El art. 1 queda del siguiente modo en la Ley:


"1. La presente Ley tiene por objeto actuar contra la violencia que, como manifestación de la discriminación, la situación de desigualdad y las relaciones de poder de los hombres sobre las mujeres, se ejerce sobre éstas por parte de quienes sean o hayan sido sus cónyuges o de quienes estén o hayan estado ligados a ellas por relaciones similares de afectividad, aun sin convivencia.


2. Por esta Ley se establecen medidas de protección integral cuya finalidad es prevenir, sancionar y erradicar esta violencia y prestar asistencia a sus víctimas.


3. La violencia de género a que se refiere la presente Ley comprende todo acto de violencia física y psicológica, incluidas las agresiones a la libertad sexual, las amenazas, las coacciones o la privación arbitraria de libertad." 

3.4. Tutela institucional

3.4.1. La Delegación Especial del Gobierno contra la Violencia sobre la Mujer


Esta contemplada en el art. 29 de la Ley. Inicialmente se llamó Delegación del Gobierno contra la Violencia sobre la Mujer para terminar denominándose Delegación Especial del Gobierno contra la Violencia sobre la Mujer. Adscrita al Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales, tiene por finalidad formular las políticas públicas en relación con la violencia de género y  coordinar e impulsar las actuaciones que se realicen en esta materia en colaboración con las Administraciones competentes. 


El titular de la Delegación podrá intervenir, ante los órganos jurisdiccionales en defensa de los derechos e intereses tutelados en esta Ley en colaboración con las Administraciones competentes. 
3.4.2. El Observatorio Estatal de Violencia sobre la Mujer 


Conforme al art. 30 de la Ley, el Observatorio se constituirá como órgano colegiado, adscrito al Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales, al que corresponderá el asesoramiento, evaluación, colaboración institucional, elaboración de informes y estudios, y propuestas de actuación en materia de violencia de género, con una consideración especial hacia la situación de las mujeres con mayor riesgo de sufrir violencia de género o con mayores dificultades para acceder a este tipo de servicios.


Anualmente remitirá al Gobierno y a las Comunidades Autónomas un informe sobre la evolución de la violencia ejercida sobre la mujer en los términos a que se refiere el art. 1 de esta Ley, con determinación de los tipos penales que se hayan aplicado y de la efectividad de las medidas que se hayan acordado para la protección de las víctimas. El informe deberá poner  de manifiesto las necesidades de reforma legal para garantizar que las medidas de protección adoptadas pueden asegurar el máximo de tutela para las mujeres.


Reglamentariamente se determinarán sus funciones, su régimen de funcionamiento y su composición, garantizándose en su caso la participación de las Comunidades Autónomas, las entidades locales, los agentes sociales, las asociaciones de consumidores y usuarios, y las organizaciones de mujeres con implantación en todo el territorio del Estado así como de las organizaciones empresariales y sindicales más representativas. 


En cuanto a su coexistencia con el Observatorio sobre Violencia Doméstica, constituido el 26 de septiembre de 2002, no parece que haya de plantearse ningún problema dado que los ámbitos de actuación no tienen por qué solaparse, pues el ya creado no evalúa la violencia sobre la mujer en el ámbito educativo, laboral y funcionarial, ciñéndose al de la Administración de Justicia.



3.5. Tutela penal

3.5.1. Agravación del delito de lesiones 


Hasta la aprobación de esta Ley, el art. 148 del Código Penal había contemplado la agravación del delito de lesiones "si la víctima fuere menor de doce años o incapaz", presumiéndose ex lege la mayor vulnerabilidad de estas personas y las circunstancias de indefensión en que se encuentran por las condiciones de edad e incapacidad. 




En la Ley, desde el primer momento, se introduce un nuevo supuesto de agravación en este artículo cuando la víctima "fuere o hubiere sido esposa, o mujer que estuviere o hubiere estado ligada al autor por una análoga relación de afectividad, aun sin convivencia". Durante el proceso legislativo, se agrega un quinto párrafo al art. 148 CP, en el que se señala que el delito también se agrava "si la víctima fuera una persona especialmente vulnerable que conviva con el autor", agravación que se mantiene en la Ley (art. 36).
3.5.2. Protección contra los malos tratos

Recuérdese que la Ley Orgánica 11/2003, de 29 de septiembre, de medidas concretas en materia de seguridad ciudadana, violencia doméstica e integración social de los extranjero había dado una nueva redacción al art. 153 CP  (convirtiéndose en delito algunas conductas que hasta ese momento eran constitutivas de falta), pero el legislador considera oportuna una nueva modificación. A lo largo del proceso de elaboración de la Ley Integral sufre éste de nuevo algunos retoques hasta alcanzar su redacción definitiva (art. 37).  



En lo que se refiere a la conducta típica, la diferencia entre la redacción dada por la LO 11/2003 y la nueva estriba en que desaparece la referencia a las amenazas leves con armas u otros instrumentos peligrosos. 


Conforme al primer párrafo, sujeto pasivo será quien sea o haya sido esposa, o mujer que esté o haya estado ligada al autor de la conducta por una análoga relación de afectividad aún sin convivencia, o persona especialmente vulnerable que conviva con el autor. En este caso, la pena consistirá en prisión de seis meses a un año o de trabajos en beneficio de la comunidad de treinta y uno a ochenta días y, en todo caso, privación del derecho a la tenencia y porte de armas de un año y un día a tres años, y facultativamente, inhabilitación especial para el ejercicio de la patria potestad, tutela, curatela, guarda o acogimiento hasta cinco años.



En el segundo párrafo, sujetos pasivos son el resto de las personas enumeradas en el art. 173.2. En este supuesto, la pena privativa de libertad será de tres meses a un año y la privación para el ejercicio de lo oficios tutelares podrá oscilar entre seis meses y tres años. El resto de las penas son semejantes a las del párrafo anterior.


No varía la agravación -respecto de la anterior redacción- si tales conductas se llevan a cabo ante menores o utilizando armas, o tienen lugar en el domicilio común o en el de la víctima, o quebrantando alguna pena del art. 48, medida cautelar, o de seguridad. 




Lo que sí supone una novedad es que en el último párrafo se permite imponer las penas inferiores en grado en atención a las circunstancias personales del autor y las concurrentes en la realización del hecho.

3.5.3. Elevación a delito de las amenazas y coacciones leves sobre  la mujer y personas especialmente vulnerables


La Ley (art. 38) añade dos nuevos apartados, numerados como 4 y 5, al art. 171 del Código Penal (delito de amenazas). ampliándose el ámbito de sujetos pasivos, haciendo extensible la protección, además de a la mujer, a las personas especialmente vulnerables que convivan con el autor.


De esta manera y en cuanto a las amenazas tenemos que:

- Si son leves y contra la mujer que "sea o haya sido esposa, o mujer que esté o haya estado ligada al autor por una análoga relación de afectividad aún sin convivencia", de falta pasa a delito en el art. 171.4. Lo mismo ocurre se infieren a "persona especialmente vulnerable que conviva con el autor". Corresponderá una pena de prisión de seis meses a un año o de trabajos en beneficio de la comunidad de treinta y uno a ochenta días y, en todo caso, privación de derecho de tenencia y porte de armas de un año y un día a tres años. También podrá imponerse la inhabilitación especial para el ejercicio de la patria potestad, tutela, curatela, guarda o acogimiento hasta cinco años si resulta adecuado al interés del menor o incapaz.

- Si la amenaza leve se realiza con arma u objeto peligroso y contra alguna de las personas del art. 173.2 -exceptuadas las contempladas en el art. 171.4- es delito del art. 171.5º. Corresponderá una pena de prisión de tres meses a un año o de trabajos en beneficio de la comunidad de treinta y uno a ochenta días y, en todo caso, privación de derecho de tenencia y porte de armas de uno  a tres años. También podrá imponerse la inhabilitación especial para el ejercicio de la patria potestad, tutela, curatela, guarda o acogimiento por tiempo de seis meses a tres años si resulta adecuado al interés del menor o incapaz. Tanto en este supuesto como en el anterior, se impondrán en su mitad superior las respectivas penas cuando el delito se perpetre en presencia de menores, o utilizando armas, o tenga lugar en el domicilio común o en el domicilio de la víctima, o se realicen quebrantando una pena de las contempladas en el artículo 48 de este Código o una medida cautelar o de seguridad de la misma naturaleza.  No obstante, en atención a las circunstancias del autor y del hecho, podrá -también en ambos supuestos- imponerse la pena inferior en grado.

- Si son leves y contra otra de las personas del art. 173.2, será falta a tenor del art. 620.2 (art. 41).


En cuanto a las coacciones, el contenido anterior del artículo 172 del Código Penal queda numerado como apartado 1 y se añade un apartado 2 a dicho artículo (art. 39). 


De modo que:

- Si las coacciones son leves y se llevan a cabo contra las mujer que sea o haya sido esposa, o mujer que esté o haya estado ligada al autor por una análoga relación de afectividad aun sin convivencia, o contra persona especialmente vulnerable que conviva con el autor, dejan de ser falta del art. 620.1.1º para ser delito del art. 172.2. 


Corresponderá una pena de prisión de seis meses a un año o de trabajos en beneficio de la comunidad de treinta y uno a ochenta días y, en todo caso, privación de derecho de tenencia y porte de armas de un año y un día a tres años. También podrá imponerse la inhabilitación especial para el ejercicio de la patria potestad, tutela, curatela, guarda o acogimiento hasta cinco años si resulta adecuado al interés del menor o incapaz. Se impondrá la pena en su mitad superior cuando se hayan perpetrado en presencia de menores, o hayan tenido lugar en el domicilio común o en el domicilio de la víctima, o se hayan realizado quebrantando una pena de las contempladas en el artículo 48 del Código Penal o una medida cautelar o de seguridad de la misma naturaleza. 


No obstante, en atención a las circunstancias del autor y del hecho, podrá imponerse la pena inferior en grado.

- Si se realizan contra otras personas del art. 173.2, es falta del art. 620.2º (art. 41).

3.5.4. Protección contra las vejaciones leves

Contiene el art. 41 de la Ley la nueva redacción del art. 620 del Código Penal. Respecto de la cuestión que nos afecta, dispone el párrafo 2 que si la amenaza, coacción, injuria o vejación injusta de carácter leve se lleva a cabo contra alguna de las personas referidas en el art. 173.2, la pena será la de localización permanente de cuatro a ocho días, siempre en domicilio diferente y alejado del de la víctima, o bien de trabajos en beneficio de la comunidad de cinco a diez días. En estos supuestos no es exigible la denuncia de la persona agraviada o de su representante legal salvo en el caso de injurias. 

3.5.5. Agravación del quebrantamiento de condena

Se sanciona en el art. 468 CP en todo caso con pena privativa de libertad el quebrantamiento de la pena del artículo 48 del Código Penal -alejamiento en sentido amplio- o una medida cautelar o de seguridad, cuando el ofendido sea una de las personas a que se refiere el artículo 173.2 del Código (art. 131). 

3.6. Tutela judicial

3.6.1. Creación de una jurisdicción especial: los Juzgados de Violencia sobre la Mujer 


 
Se ha optado por una fórmula de especialización dentro del orden penal, de los Jueces de Instrucción, creando los Juzgados de Violencia sobre la Mujer. 


Conforme al art. 43 de la Ley, estos nuevos Juzgados conocerán de la instrucción y, en su caso, del fallo de las causas penales en materia de violencia sobre la mujer, y de las causas civiles relacionadas, de modo que unas y otras, en la primera instancia sean objeto de tratamiento procesal ante la misma sede.


En cada partido habrá uno o más Juzgados de Violencia sobre la Mujer, con sede en la capital de aquél y jurisdicción en todo su ámbito territorial. Excepcionalmente podrán extender su jurisdicción a dos o más partidos dentro de la misma provincia.


Cuando el Juez aprecie que los actos puestos en su conocimiento no constituyen expresión de violencia sobre la mujer, podrá inadmitir la pretensión, remitiéndola al órgano judicial competente. 


En todos estos casos está vedada la mediación.

3.6.2. Establecimiento de un conjunto de medidas judiciales de protección y de seguridad de las víctimas



Las medidas de protección y seguridad previstas en esta Ley serán compatibles con cualquiera de las medidas cautelares y de aseguramiento que se pueden adoptar en los procesos civiles y penales. En todos los procedimientos relacionados con la violencia de género, el Juez competente, de oficio o a instancia de las víctimas o de sus allegados, del Ministerio Fiscal o de la Administración de la que dependan los servicios de atención a las víctimas, deberá pronunciarse en todo caso sobre la pertinencia de la adopción de las medidas cautelares y de aseguramiento, y sobre su duración (art. 61).  




Se protegerá la intimidad de las víctimas y de sus allegados, pudiéndose acordar que las vistas se celebren a puerta cerrada (art 63).  El Juez podrá ordenar la salida del inculpado del domicilio familiar, impedirle regresar al mismo, aproximarse a la persona protegida fijando la distancia mínima que no podrá rebasar, y comunicarse con las personas que se le indique, órdenes que deberá respetar so pena de incurrir en responsabilidad penal (art. 64). 


También podrá acordar la suspensión para el inculpado del ejercicio de la patria potestad o de la guarda y custodia respecto de los menores a que se refiera (art. 65), así como de las visitas a sus descendientes (art. 66), y el derecho de tenencia y porte de armas (art. 67).



Cualquiera de estas medidas deberán adoptarse mediante auto motivado en el que se aprecie su proporcionalidad y necesidad, y, en todo caso, con intervención del Ministerio Fiscal y respeto de los principios de contradicción, audiencia y defensa (art. 68). Podrán mantenerse tras la sentencia definitiva y durante la tramitación de los eventuales recursos (art. 69).

3.6.3. El Fiscal contra la Violencia sobre la Mujer

Se establece que el Fiscal General del Estado nombrará, oído el Consejo Fiscal, como delegado, un Fiscal contra la Violencia sobre la Mujer, con categoría de Fiscal de Sala, que ejercerá las siguientes funciones:

a) Intervenir directamente en aquellos procesos penales de especial trascendencia apreciada por el Fiscal General del Estado, referentes a los delitos por actos de violencia de género.

b) Intervenir, por delegación del Fiscal General del Estado, en los proceso civiles.

c) Supervisar y coordinar la actuación de las Secciones contra la Violencia sobre la Mujer, y recabar informes de las mismas, dando conocimiento al Fiscal Jefe de las Fiscalías en que se integren.

d) Coordinar los criterios de actuación de las diversas Fiscalías en materias de violencia de género, para lo cual podrá proponer al Fiscal General del Estado la emisión de las correspondientes instrucciones.

e) Elaborar semestralmente, y presentar al Fiscal General del Estado, para su remisión a la Junta de Fiscales de Sala del Tribunal Supremo, y al Consejo Fiscal, un informe sobre los procedimientos  seguidos y actuaciones practicadas pr el Ministerio Fiscal en materia de violencia de género.


Para su adecuada actuación se le adscribirán los profesionales y expertos que sean necesarios para auxiliarlo de manera permanente u ocasional (art. 70).


Se dispone que en la Fiscalía de la Audiencia Nacional y en cada Fiscalía de los Tribunales Superiores de Justicia y de las Audiencia Provinciales exista una Sección de Menores a la que se encomendarán las funciones y facultades que al Ministerio Fiscal atribuye la Ley Reguladora de la Responsabilidad Penal de los Menores, y otra Sección contra la Violencia sobre la Mujer en cada Fiscalía de los Tribunales Superiores de Justicia y de las Audiencias Provinciales.


A estas Secciones serán adscritos fiscales que pertenezcan a sus respectivas plantillas, teniendo preferencia quienes estén especializados en la materia. En las Fiscalías de los Tribunales Superiores de Justicia y en las Audiencias Provinciales podrán existir las adscripciones permanentes que se determinen reglamentariamente.




A la Sección contra la Violencia sobre la Mujer se le van a atribuir las siguientes funciones: intervenir en los procedimientos penales por hechos constitutivos de delitos o faltas cuya competencia esté atribuida a los Juzgados de Violencia sobre la Mujer e intervenir directamente en los procesos civiles cuya competencia esté atribuida a los Juzgados de Violencia sobre la Mujer. En esta Sección deberá llevarse un registro de los procedimientos que se sigan relacionados con estos hechos, que permitirá la consulta de los Fiscales cuando conozcan de un procedimiento de los que tienen atribuida la competencia.


En aquellas Fiscalías en las que el número de asuntos de que conociera así lo aconsejara, previo informe del Consejo Fiscal, podrán designarse delegados de la Jefatura con el fin de asumir las funciones de dirección y coordinación que le fueran específicamente encomendadas. En todo caso, en cada Fiscalía habrá un delegado de Jefatura que asumirá las funciones  de dirección y coordinación en materia de infracciones relacionadas con la violencia de género, delitos contra el medio ambiente y vigilancia penitenciaria. El nombramiento y el relevo de los delegados correrá a cargo del Fiscal General del Estado, a propuesta del Fiscal Jefe respectivo, oída la Junta de Fiscalía (arts. 71 y 72).

